
LA PROPUESTA de anteproyecto
de la LOMCE parte de una idea nega-
tiva de la educación española y de la no
existencia de buenos modelos educati-
vos, con altos resultados y con excelen-
tes indicadores entre las diferentes
comunidades autónomas. La evidente
diversidad entre las comunidades autó-
nomas se presenta como algo negativo
y no como una oportunidad para
aprender de las experiencias cercanas y
como un reflejo de que con un mismo
sistema educativo se pueden hacer las
cosas de manera diferente. 

Las características sociales-cultura-
les y, en las comunidades autónomas
con lengua propia, lingüísticas, han lle-
vado a que a lo largo de ya más de trein-
ta años se hayan desarrollado dentro del
mismo sistema educativo características
propias con un alto grado de consenso
y valoración social. Muchas medidas
que se plantean en el anteproyecto
cuestionan las bases de este modelo. 

El anteproyecto presenta dos ejes de
actuación: uno centrado en la clasifica-
ción y selección del alumnado y de los
centros educativos, sobre todo a través de
lo que denomina flexibilización de itine-
rarios y del uso de las evaluaciones, y otro
de centralización de competencias.

Es este segundo eje el que voy a
intentar desarrollar en este artículo.
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Grado Medio a la de Grado Superior; y
3) Se elimina la prohibición expresa,
recogida en la LOE, de utilizar los resul-
tados de las evaluaciones externas para
establecer clasificaciones o rankings
entre los centros. 

El anteproyecto de la LOMCE es
un texto prolijo que contiene otras
muchas propuestas de cambio de gran
calado que no puedo abordar aquí por
razones de espacio. En su versión
actual, por lo demás, el texto adolece
de numerosas inconcreciones, ambi-
güedades, errores técnicos, falta de
realismo e incluso defectos formales.
La esperable subsanación de estas
carencias, junto con la exigencia plan-
teada por algunos sectores del mismo
Partido Popular para revisar algunos
de sus apartados y la fuerte oposición
manifestada por amplios sectores de la
comunidad educativa, hacen prever
nuevas versiones del texto en las que
previsiblemente algunos de los cam-
bios propuestos se maticen, suavicen,
o quizás se profundicen y amplíen.

A mi juicio, sin embargo, el pro-
blema fundamental del anteproyecto
no es de tipo formal, técnico o de falta
de realismo, por lo que difícilmente
cabe esperar una mejora sustancial del
mismo como consecuencia de las pre-
siones y negociaciones. El problema
es que la base que lo sustenta y las
propuestas nucleares que contiene
implican una transformación en pro-
fundidad de nuestro sistema educati-
vo. Esto no tendría por qué ser negati-
vo en sí mismo si no fuera porque la
dirección en la que apunta implica una
renuncia a los aspectos más positivos
del sistema educativo que, con gran-
des dificultades y no pocos esfuerzos,
hemos venido construyendo desde el
inicio de la democracia. Y también y
sobre todo, porque lamentablemente
no es la dirección en la que miran los
sistemas educativos que tratan de
hacer frente a los desafíos y retos de la
sociedad actual, sino más bien los que
se resisten a afrontarlos, e incluso a
verlos, refugiándose en la vuelta al
pasado y tratando de recuperar fórmu-
las obsoletas ya superadas que hoy en
día carecen totalmente de sentido.

Centralización de competencias
Para ordenar el análisis distinguiré

tres niveles de decisión: la Administra-
ción central del Estado, la Administra-
ción autonómica y el centro educativo.

En el primer nivel de decisión, los
contenidos mínimos que la adminis-
tración central establece aumentan en
un 10%. En las autonomías con lengua
propia el contenido mínimo a fijar por
el Ministerio es del 65% y en las
demás del 75%. 

Esto tiene consecuencias preocu-
pantes a la hora de organizar las ense-
ñanzas y fijar los currículos, sobre
todo de aquellas comunidades como
Euskadi con espacio importante dedi-
cado a la lengua co-oficial y también
con una fuerte implantación de la For-
mación Profesional. 

La Formación Profesional se verá
muy afectada por la aparición de una
nueva etapa educativa paralela a la Edu-
cación Secundaria Obligatoria, la For-
mación Profesional Básica, y por el
aumento de contenidos mínimos que
puede tener una incidencia negativa en
estas enseñanzas debido al alto grado
de especialización e imbricación en el
tejido empresarial su entorno. 

En un segundo nivel de decisión,
el autonómico, las evaluaciones exter-
nas al final de etapa acarrearán en los
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Quiero comenzar este artículo señalando la duda que sus-
cita la pertinencia de una modificación sustancial del
marco legal vigente. Toda reforma educativa debe ser fruto
del consenso político y social y ese es el compromiso que
debería asumirse en este momento de crisis estructural de la
economía española y de su modelo productivo.



17

centros educativos de Secundaria la
pérdida de mucho terreno en materia
de evaluación y la titulación, tanto en
el caso del título de Graduado en ESO
como en el título de Bachillerato. 

En el caso del Bachillerato se supe-
dita la emisión del título de bachiller a
los resultados de una prueba externa,
de la que lo único que se dice es que
sustituye a la Selectividad, aunque
esto no es exactamente así: a la Selec-
tividad accedía el alumnado que ya
había titulado en Bachillerato, título
expedido en el centro educativo como
resultado de la evaluación realizada
por el equipo docente. El plantea-
miento de la LOMCE, radicalmente
diferente, despoja a los centros de la
autonomía en el desempeño de esta
faceta de su labor educativa.

Siguiendo su línea centralizadora, el
anteproyecto establece que las adminis-
traciones educativas podrán reservarse
una participación mayoritaria en la
comisión que selecciona al director/a de
un centro educativo. Se suprime así la
participación mayoritaria a la represen-
tación del propio centro establecida en
la LOE, desdeñando que el liderazgo
eficaz no está reñido con la participa-
ción, sino que los equipos directivos
más eficaces son aquellos que ejercen
liderazgo no solo en gestión sino tam-
bién pedagógico, ligado a su comuni-
dad educativa. Los estudios realizados
sobre esta materia se postulan por esta
tendencia, como por ejemplo estudio
sobre la dirección en los centros públi-
cos de Euskadi (2009), del Consejo
Escolar de Euskadi. 

Todo ello acompañado por un pro-
ceso formativo que habilite a los
docentes, que así lo quieran, para ejer-
cer las funciones propias de la direc-
ción de un centro educativo, si resul-
tan seleccionados.

Respecto al tercer nivel de decisión,
el del centro educativo, las decisiones
en torno a la planificación del centro, el
proyecto de centro, el plan anual y la
memoria, que hasta ahora eran tomadas
por el Consejo Escolar, recaen en la
dirección, pasando el Consejo Escolar a
ser un órgano consultivo y perdiendo
sus competencias decisorias. 

Ante esto hay que recordar que la
Constitución española, en su artículo
27, establece que los profesores, las
familias y el alumnado intervendrán
en el control y gestión de todos los
centros educativos sostenidos con
fondos públicos. La LODE (1985)
desarrolló dicho artículo y la normati-
va posterior, la LOGSE y también la
LOE siguieron en esta línea de mante-
nimiento y refuerzo de las competen-
cias de los consejos escolares para
potenciar la participación democrática
de la comunidad educativa. 

La autonomía de los centros edu-
cativos es identificada en informes
internacionales, como por ejemplo el
Informe PISA 09, como un factor cru-
cial para la calidad de la educación.
Los sistemas educativos que conceden
a cada centro escolar autoridad para
tomar decisiones sobre el currículo y
las evaluaciones, tal como la LOE lo
hacía en relación a la Evaluación de
Diagnóstico, parecen tener más pro-
babilidades de rendir por encima de la
media de la OCDE en las pruebas
PISA y mostrar desigualdades socioe-
conómicas por debajo de la media,
como ya ocurre en el caso de España,
que obtiene en dichas evaluaciones un
alto grado de equidad. 

Por tanto, parece haber un acuerdo
general en que una mayor capacidad de
decisión y una mayor autonomía curri-
cular, de organización y de decisión
contribuyen a mejorar los resultados.
Esta no parece ser la dirección a la que
nos llevan las medidas de centralización
de competencias descritas con anterio-
ridad en este artículo y planteadas en el
anteproyecto de la LOMCE.

Es relevante recordar que las con-
clusiones y propuestas que con motivo
de la celebración de sus XX Encuen-
tros, los Consejos Escolares Autonó-
micos y del Estado trasladaron a los
responsables de las administraciones
educativas en abril del 2010 iban en
esta dirección.

A pesar de que la autonomía escolar
figura entre los siete objetivos que el
anteproyecto propugna, si leemos su
desarrollo vemos que el concepto de
autonomía que desarrolla y las medidas
que se proponen no van en la dirección
de dotar de más áreas de responsabili-
dad a la comunidad educativa- familias,
alumnado y, sobre todo, al propio pro-
fesorado, sino en la línea ya analizada
de centralizar las competencias de un
centro educativo en su dirección, en
detrimento del Consejo Escolar del
Centro y de los propios profesores. 

Riesgo de recentralización
Parece claro concluir que corre-

mos un riesgo de recentralización, de
pérdida de autonomía, de margen de
decisión y de participación. Esto nos
retrotrae a otros tiempos, preconstitu-
cionales, en los que la educación esta-
ba centralizada y en que la participa-
ción democrática estaba cercenada.

Pero aquellos tiempos no brillaron
precisamente por tener excelentes
indicadores educativos, sino más bien
por todo lo contrario. Si comparamos
los porcentajes de alfabetización en
nuestro país de 1970 (LGE), 81%, con
los de 1990 (LOGSE), 96% y 2006
(LOE), 99%, o los de escolarización
entre 5 y 19 años, que han del 42% al
76%, tendremos una idea bastante
cabal del progreso educativo experi-
mentado en el período democrático. 

La respuesta a los retos educativos
de nuestro país pasa por un diálogo pro-
fundo y sincero de toda la comunidad
educativa, con la concurrencia de
expertos utilizando los datos disponi-
bles de manera contrastada y objetiva,
bajo el liderazgo de una administración
educativa receptiva que finalmente con-
cluya en un pacto educativo.

No olvidemos que la educación es
probablemente la mejor herramienta
de equidad y cohesión social de la que
una sociedad democrática como la
nuestra puede dotarse.
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La respuesta a los retos educativos de nuestro país pasa
por un diálogo profundo y sincero de toda la
comunidad educativa


